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Señores
ALCALDÍA MUNICIPAL DE TIERRALTA
Despacho alcalde
Email: contactenos@tierralta-cordoba.gov.co
Dirección: Calle 4 No. 14 - 13 (Esquina)
Tierralta, Córdoba

ASUNTO: Solicitud de publicación en página web de Resolución No.
202432005992196 del 14 de noviembre de 2024

PREDIO: “FINCA BELTERRANA” identificada con Folio de Matrícula Inmobiliaria No.
140-117115, ubicado en el municipio de Tierralta, departamento de Córdoba.

REFERENCIA: Procedimiento Único Agrario (Decreto Ley 902 de 2017)

Cordial saludo,

En virtud del principio de colaboración armónica que debe existir entre entidades del Estado,
previsto en el artículo 14 de la Ley 962 de 2005 y el artículo 1 del Decreto 235 de 2010 y en
cumplimiento de lo ordenado en la Sentencia T – 488 de 2014; amablemente nos permitimos
solicitar el apoyo de su despacho, en el sentido de publicar en la página electrónica de la Alcaldía
Municipal de Tierralta (Córdoba) o en su Cartelera, por el término de diez (10) días hábiles, la
parte resolutiva del acto administrativo que a continuación se relaciona, con el fin de publicitarlo y
así salvaguardar los derechos de terceros que puedan resultar interesados con las actuaciones
administrativas.

NOMBRE DEL
PREDIO

DEPARTAMENTO MUNICIPIO FMI FMI
DERIVADOS

FMI MATRIZ

“FINCA
BELTERRANA”

Córdoba Tierralta 140-117115 No registra. No registra.

ACTO ADMINISTRATIVO
Resolución No. 202432005992196 del 14 de noviembre de 2024. 

DESCRIPCIÓN
“Por la cual se ordena el inicio del Procedimiento Único de que trata el Decreto Ley 902 de 2017 respecto
del predio denominado FINCA BELTERRANA, identificado con FMI 140-117115, ubicado en el Municipio

de Tierralta, departamento de Córdoba”.

Lo anterior, de conformidad con lo establecido en el artículo 4° de la referida Resolución, en
concordancia con lo señalado en el artículo 70 del Decreto Ley 902 de 2017, y en concordancia con
el numeral 8 del artículo 33 del anexo técnico de la Resolución 20230010000036 del 12 de abril de
2023, así como lo establecido en el artículo 37 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo
Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011).



Para el efecto, se adjunta a la presente misiva, para ser publicitada en la página electrónica de la
alcaldía municipal, copia íntegra digital de la resolución anteriormente descrita.

De antemano, agradecemos la colaboración que pueda brindarnos en dicho trámite y de manera
comedida le solicitamos que una vez se realice la publicación respectiva, se remita a los correos
electrónicos info@ant.gov.co y yisel.lache@ant.gov.co, la respectiva constancia de dicha actuación
en donde se evidencie su fecha de fijación y desfijación, para que obre dentro del expediente
administrativo, citando el número de Radicado de la ANT de la presente comunicación o en su
defecto el nombre de los predios con sus respectivas identificaciones.

Sin otro particular, suscribo.

GUSTAVO ADOLFO GONZÁLEZ GERALDINO
Experto Código G3 Grado 05
Líder Unidad de Gestión Territorial UGT Noroccidente
Agencia Nacional de Tierras

Anexo: Resolución No. 202432005992196 del 14 de noviembre de 2024.

Proyectó: Yisel S. Lache. - Abogada Contratista ANT - SPA y GJ
Revisó: Martha Dàger - Abogada Contratista ANT – SAP y GJ



AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS -ANT-
RESOLUCIÓN No. *202432005992196* DEL 2024-11-14

Por la cual se ordena el inicio del Procedimiento Único de que trata el Decreto Ley 902 de
2017 respecto del predio denominado FINCA BELTERRANA, identificado con FMI

140-117115, ubicado en el Municipio de Tierralta, departamento de Córdoba

EL SUBDIRECTOR DE PROCESOS AGRARIOS Y GESTIÓN JURÍDICA
DE LA AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS -ANT-

En ejercicio de las facultades que le confieren la Resolución 20226100295956 del 15 de
noviembre de 2022 y el numeral 2 del artículo 21 del Decreto Ley 2363 de 2015 y,

CONSIDERANDO

1. COMPETENCIA

Mediante Decreto Ley 2365 de 2015 se suprimió el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural -
Incoder-, y, a través del Decreto Ley 2363 de 2015, se creó la Agencia Nacional de Tierras –
ANT-. De esta manera, por ministerio de la ley, el objeto y funciones que desarrollaba el
INCODER fueron transferidas a la ANT, en lo relacionado a la gestión y trámite de los
procedimientos administrativos especiales agrarios.

En el mismo sentido, los capítulos X y XI de la Ley 160 de 1994, facultaron al Incoder hoy
ANT, para clarificar la situación de las tierras desde el punto de vista de la propiedad, con el
fin de determinar si han salido, o no, del dominio del Estado, delimitar las tierras de propiedad
de la Nación de las de los particulares, determinar cuándo hay indebida ocupación de terrenos
baldíos y extinguir el derecho de dominio o propiedad sobre los predios rurales.

A su vez, el Decreto Ley 2363 de 2015, en el numeral 24 del artículo 4 y en el numeral 2 del
artículo 21, conforme a la nueva institucionalidad del sector agrario, hacen saber que a la
Subdirección de Procesos Agrarios y Gestión Jurídica de la Agencia Nacional de Tierras le
corresponde adelantar y decidir en primera instancia los procesos agrarios que se inicien por
demanda fuera de las zonas focalizadas por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural,
todo lo cual se debe realizar bajo las disposiciones previstas en el Decreto Ley 902 del 29 de
mayo de 2017.

A través del Decreto Ley 902 de 2017, se adoptaron medidas para facilitar la implementación
de la Reforma Rural Integral contemplada en el Acuerdo Final en materia de tierras,
específicamente el procedimiento para el acceso y formalización y el Fondo de Tierras. De
esta manera, se regularon los aspectos esenciales del Procedimiento Único y se
establecieron las generalidades del mismo en zonas focalizadas y no focalizadas.

El numeral 4 del artículo 58 ibidem, facultó a la ANT para adelantar el Procedimiento Único,
para tratar, entre otros asuntos, los atinentes al deslinde de tierras de la Nación, clarificación
desde el punto de vista de la propiedad y recuperación de baldíos indebidamente ocupados,
referidos en la Ley 160 de 1994.



RESOLUCIÓN No. *202432005992196* DEL 2024-11-14 Hoja No. 2

“Por la cual se ordena el inicio del Procedimiento Único de que trata el Decreto Ley 902 de
2017 respecto del predio denominado FINCA BELTERRANA, identificado con FMI

140-117115, ubicado en el Municipio de Tierralta, departamento de Córdoba”.

Por su parte, el artículo 69 del Decreto Ley 902 de 2017 previó que el Director General de la
ANT fijará los Reglamentos operativos acordes al Proceso Único de Ordenamiento Social de
la Propiedad en su fase administrativa, razón por la cual, se expidió la Resolución No.
20230010000036 del 12 de abril de 2023, a través de la cual se adoptó el Reglamento
Operativo de la ANT.

Es así como de conformidad con el artículo 32 del anexo técnico de la Resolución No.
20230010000036 del 12 abril de 2023, cuando en el Informe Técnico Jurídico (ITJ) se
determine que se cumplen los supuestos de hecho y de derecho para dar inicio al
Procedimiento Único respecto de los asuntos contemplados en los numerales 3,4,5,6,7 y 8 del
artículo 58 del Decreto Ley 902 de 2017, se proferirá el acto administrativo de apertura con
los elementos descritos en el artículo 33 del mismo reglamento.

2. ANTECEDENTES

Mediante sentencia T-488 del 9 de julio de 2014, la Corte Constitucional ordenó al Instituto
Colombiano de Desarrollo Rural (INCODER), hoy Agencia Nacional de Tierras (ANT), elaborar
un plan para el desarrollo de un proceso nacional de clarificación de todos los bienes baldíos
dispuestos a lo largo y ancho del país, con fundamento en el artículo 48 de la Ley 160 de
1994; asimismo, ordenó a la Superintendencia de Notariado y Registro – SNR realizar un
consolidado de información con los predios presuntamente baldíos frente a los que se declaró
el derecho de dominio por jueces de la República mediante fallos de pertenencia.

A partir de lo anterior, se identificó el terreno denominado el terreno denominado FINCA LA
BELTERRANA, ubicado en el municipio de Tierralta, departamento de Córdoba, identificado
con el FMI 140-117115, donde se registró como primera anotación la Sentencia de
pertenencia del 22 de abril de 2008 del Juzgado Segundo Civil del Circuito de Montería. Por
ello, mediante Auto 4740 del 2 de diciembre de 2019, la Subdirección de Procesos Agrarios y
Gestión Jurídica de la ANT, ordenó adelantar la etapa preliminar dentro de la primera parte de
la fase administrativa del Procedimiento Único, contemplado en el Decreto Ley 901 de 2017,
respecto del predio denominado "FINCA BELTERRANA", identificado con Folio de Matrícula
Inmobiliaria No. 140-117115, ubicado en la jurisdicción del municipio de Tierralta,
departamento de Córdoba; acto administrativo que fue comunicado por medio de radicados
20203200084141 del y 20203200084401 11 de febrero de 2020 al Ministerio Público y la
Superintendencia de Notariado y Registro respectivamente.

No obstante lo anterior, la Corte Constitucional, por medio de Sentencia SU 288 de 2022,
ordenó, entre otras cosas, la elaboración de una base de datos que contuviese la información
del universo de predios rurales que no contaban con antecedentes registrales y respecto de
los cuales se hubiere proferido sentencia de pertenencia, diferenciando si las providencias
judiciales se encuentran inscritas o no, entre otros datos, y a partir de allí elaborar un plan
actualizado para la recuperación de baldíos en el que se priorice la acción del Estado frente a
i) enormes extensiones de tierras en términos absolutos o ii) extensiones que exceden
ampliamente la Unidad Agrícola Familiar (UAF) en términos relativos, para las zonas en donde
se localizan los correspondientes terrenos.

En razón de esto la Subdirección de Procesos Agrarios y Gestión Jurídica advirtió necesario
adicionar al análisis efectuado hasta el momento respecto del terreno denominado FINCA
BELTERRANA el estudio orientado a verificar si la extensión de terreno posiblemente baldía
se encuentra, adicionalmente, indebidamente ocupada y a partir de ello procurar la
recuperación de la misma.

En ese sentido, se emitió el Informe Técnico Jurídico del 12 de noviembre de 2024, en el cual
se determinó que existe mérito para dar inicio al procedimiento único contemplado en el
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Decreto 902 de 2017 bajo el asunto de recuperación de baldíos indebidamente ocupados
respecto del terreno denominado FINCA BELTERRANA.

3. IDENTIFICACIÓN DEL PREDIO

La presente actuación administrativa tiene como objeto de estudio el inmueble denominado
FINCA BELTERRANA, identificado con FMI 140-117115, asociado al número predial
23-807-00-01-0054-0030-000 y ubicado en la vereda Volador del municipio de Tierralta,
departamento de Córdoba.

De conformidad con los hallazgos consignados en el Informe Técnico Jurídico (ITJ) del 12 de
noviembre de 2024, se determinó que el predio objeto de estudio tiene una extensión
aproximada de doscientas doce hectáreas con nueve mil cuatrocientos treinta y tres metros
cuadrados (212 ha + 9433 m²) y se representa con la siguiente salida gráfica y cuadro de
colindantes.

Colinda Número Predial
Nacional Dirección Área de

Terreno FMI Titular Catastral Identificació
n

NORTE 23-807-00-01-00-00-005
4-0030-0-00-00-0000 BELTERRA

212 ha
9433.0m

2
140-530

GLORIA INES
BOTERO JARAMILLO
ALEJANDRO BOTERO

BOTERO
SANTIAGO BOTERO

CC 24311801
CC
71372397CC
16073091CC
19117894CC

Ilustración 1. Representación gráfica predial del predio objeto de estudio y de los colindantes.
Fuente: Cartografía Predial. Vigencia: 2024-06.
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BOTERO
RICARDO BOTERO

JARAMILLOEDUARDO
ANTONIO BOTERO

JARAMILLO

10241045

ORIENT
E

23-807-00-01-00-00-005
4-0030-0-00-00-0000 BELTERRA

212 ha
9433.0m

2
140-530

GLORIA INES
BOTERO JARAMILLO
ALEJANDRO BOTERO

BOTERO
SANTIAGO BOTERO

BOTERO
RICARDO BOTERO

JARAMILLOEDUARDO
ANTONIO BOTERO

JARAMILLO

CC 24311801
CC
71372397CC
16073091CC
19117894CC
10241045

SUR 23-807-00-01-00-00-005
1-0004-0-00-00-0000 LOTE 112 ha

712.0m2
140-1011

52
ADELFA ELENA
CASTANO GIL CC 21446786

OCCIDE
NTE

23-807-00-01-00-00-005
1-0003-0-00-00-0000

BARCELON
A

32 ha
9366.0m

2
140-1025

21
ADELFA ELENA
CASTANO GIL CC 21446786

23-807-00-01-00-00-005
1-0001-0-00-00-0000

MACANILL
AL

221 ha
7196.0m

2

NO
REGISTR

A
EMILIO MARULANDA

TRUJILLO CC 10060434
Ilustración 2. Información SNC IGAC De Los Colindantes

Fuente: Informe Técnico Jurídico (ITJ) del 12 de noviembre de 2024

4. CONSIDERACIONES JURÍDICAS

Tomando en consideración las determinaciones realizadas en el Informe Técnico Jurídico del
12 de noviembre de 2024, con miras de abordar en debida manera las circunstancias propias
del presente caso, resulta necesario hacer mención de algunos aspectos generales de la
recuperación de baldíos indebidamente ocupados que servirán como derroteros de la decisión
a adoptar. De esta forma, en primera medida se hará mención del sustento constitucional del
proceso1 de recuperación de baldíos indebida ocupados, para luego de ello hacer alusión a los
presupuestos para la iniciación del procedimiento único establecido en el Decreto 902 de 2017
bajo el asunto agrario de recuperación de baldíos indebidamente ocupados y finalizar
haciendo referencia al régimen de carga de la prueba en este procedimiento.

4.1. Del fundamento constitucional y legal del proceso de recuperación de baldíos
indebidamente ocupados.

El artículo 102 de la Constitución Política establece que “el territorio, con los bienes públicos
que de él forman parte, pertenecen a la Nación”, con lo cual se entiende que permanece la
concepción tradicional del “dominio eminente” del Estado sobre todo el territorio, es decir, su
capacidad para regular el derecho de propiedad pública y privada, e imponerle cargas y
limitaciones, cuando resulte necesario para alcanzar los fines esenciales del Estado
consagrados por el Estatuto Superior2. A su turno, si bien el Código Civil data de 1873, lo
cierto es que complementa de manera acertada la carta política al señalar, en sus artículos
674 y 675, que son bienes de La Unión (entiéndase la Nación) los de uso público y los bienes
fiscales que se sitúan dentro los límites territoriales y carecen de otro dueño.

1 Por proceso se debe entender tanto el proceso especial agrario de la Ley 160 de 1994, como el Procedimiento Único del
Decreto Ley 902 de 2017.
2 CORTE CONSTITUCIONAL. Referencia: expediente D-8672. Sentencia C-255 de 2012.
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Entre tanto, el artículo 63 de la Carta Política consagra la propiedad estatal o la propiedad de
la Nación sobre diversos bienes no apropiables por particulares, tales como “(…) el patrimonio
arqueológico de la Nación y los demás bienes que determine la ley”; con relación a los últimos
y como ya fuera indicado, a esta tipología de bienes se adhieren los fiscales, entre los cuales -
a su turno- se encuentran los baldíos adjudicables que igualmente pertenecen a la Nación y,
respecto de los cuales, debido a su naturaleza y vocación, la Ley 160 de 1994 les contempló
un régimen jurídico diferente, según el cual la propiedad de estos terrenos solo se adquiere
por adjudicación (artículo 65) que haga el Estado, siempre y cuando se acrediten los
requisitos subjetivos y objetivos que contempla la norma agraria para la adjudicación del
terreno, so pena que, en caso contrario, el mismo deba ser recuperado.

Por otra parte, se tiene que el artículo 150 de la Constitución Política prevé que corresponde
al Congreso hacer las leyes, entre las que se encuentran las relativas a la “(…) apropiación o
adjudicación y recuperación de tierras baldías”3; deber en virtud del cual, entre otras, el
legislador dictó la citada Ley 160 de 1994 que reguló el deber del Estado de recuperar las
tierras baldías adjudicables e inadjudicables y las demás de propiedad de la Nación que se
encuentren indebidamente ocupadas, lo cual se haría a través del procedimiento respectivo
que fue reglamentado posteriormente, con el fin de proteger y salvaguardar el patrimonio
público, restituyendo las tierras baldías adjudicables, las inadjudicables y las demás de
propiedad de la Nación que se encuentren en situación de ocupación indebida conforme a la
ley.

En ese sentido, la Agencia Nacional de Tierras reconoce que los procesos agrarios (entre
los cuales se encuentra el de recuperación de baldíos indebidamente ocupados), además de
propender por la correcta destinación de los bienes baldíos del país, defender el interés
público agrario y el patrimonio público, constituyen un instrumento para el cumplimiento de
los demás mandatos constitucionales asignados al Estado, entre los cuales se encuentra el
de garantizar el acceso progresivo a la propiedad rural por parte del campesinado
colombiano, según el artículo 64 de la Constitución Política; por lo cual, esta entidad, en el
marco de su competencia y en el ejercicio de sus funciones, recupera los predios de dominio
público indebidamente ocupados de acuerdo con la normativa agraria, para que,
posteriormente y en los casos en que esto sea factible, puedan ser entregados a quienes la
misma ley determine.

4.2. De los presupuestos para la iniciación del procedimiento único contemplado en
el Decreto 902 de 2017 para la recuperación de baldíos indebidamente ocupados.

Ahora bien, visto el sustento constitucional que rodea la recuperación de baldíos
indebidamente ocupados, vale la pena reseñar los presupuestos necesarios para que se dé
inicio al procedimiento único establecido en el Decreto 902 de 2017 bajo el asunto de
recuperación de baldíos indebidamente ocupados.

Para lo anterior, resulta conveniente recordar en primera medida que de acuerdo al artículo 48
de la Ley 160 de 1994 una de las competencias otorgadas al Instituto Colombiano de la
Reforma Agraria (hoy ANT) corresponde a adelantar el procedimiento tendiente a determinar
cuándo hay indebida ocupación de terrenos baldíos y que, de acuerdo a lo contemplado en el
artículo 2.14.19.5.1 del Decreto Único Reglamentario 1071, la finalidad de dicho
procedimiento está dirigida a recuperar y restituir al ámbito de administración del Estado las

3 Constitución Política, numeral 18 del artículo 150
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tierras baldías y las demás de propiedad del Nación que se encuentren indebidamente
ocupadas por particulares.

Teniendo en cuenta lo indicado, es claro que el desarrollo del procedimiento agrario de
recuperación está enfocado en corroborar la condición baldía de una porción de terreno y
verificar que la misma se encuentre ocupada por un particular, para posteriormente
caracterizar si la ocupación desarrollada sobre el terreno baldío se ejerce de manera indebida
de conformidad con las causales legalmente establecidas.

En ese tenor, es plausible indicar que para dar inicio a este tipo de actuación se debe tener
por lo menos una inferencia razonada del acaecimiento de 2 situaciones a saber: i) que el
terreno objeto de estudio ostente una naturaleza baldía; y ii) que dicho terreno se encuentre
ocupado por un particular.

4.2.1. Existencia de un terreno baldío

En lo que respecta al primero de los presupuestos mencionados, el Código Civil estipula:

“ARTICULO 675. <BIENES BALDIOS>. Son bienes de la Unión todas las tierras que estando
situadas dentro de los límites territoriales carecen de otro dueño”. (negrita fuera del texto)

Frente a ello, la Corte Constitucional en sentencia SU-288 de 2022 indicó que lo anterior
implica que:

“…el legislador adoptó un concepto de bien baldío a partir de una negación indefinida, la de
tratarse de tierras que carecen de otro dueño, a propósito de lo cual la Corte Suprema de
Justicia en 1926, dijo que: “La aseveración que hace el Estado de ser baldío un terreno,
entraña una negación indefinida, o sea la de no haber salido de su patrimonio, la cual, según
los principios sobre prueba, debe destruirse con la afirmación concreta y definida de haberse
adquirido el dominio por quien se pretende dueño. Aquí la Nación tiene a su favor la presunción
de dominio, y aun cuando intervenga como actor en el juicio, está dispensada del peso de la
prueba.”4

Así entonces, se tiene que los baldíos, particularmente los rurales, son bienes de dominio
público que pertenecen a la Nación por estar dentro de sus límites territoriales y carecer de
otro dueño; este último aspecto producto de la inexistencia de un título originario que no haya
perdido eficacia legal o de una cadena de títulos inscritos, tal y como se explicará más
adelante, que permitan establecer que respecto del bien inmueble se ejerce derecho de
dominio por parte de una persona diferente a la Nación, conforme a las reglas que se derivan
de la interpretación del artículo 48 de la Ley 160 de 1994.

El citado artículo dispone taxativamente que para acreditar y constituir legalmente la
propiedad en Colombia sobre inmuebles rurales que se ubican en el territorio nacional, se
requiere como prueba el “título originario expedido por el Estado que no haya perdido su
eficacia legal, o los títulos debidamente inscritos otorgados con anterioridad a la vigencia de
esta ley, en que consten tradiciones de dominio por un lapso no menor del término que
señalan las leyes para la prescripción extraordinaria”.

De esta manera, se puede colegir que la propiedad privada se demuestra mediante la
exhibición de cualquiera de los siguientes documentos:

• Título originario expedido por el Estado que no haya perdido su eficacia legal,
entendiéndose que el Estado, a través de las diferentes disposiciones sobre

4 Nota en el texto original: Jurisprudencia, Tomo II,número 357.
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adjudicación de terrenos baldíos, se ha desprendido de su propiedad en favor de
las personas que acreditaran los respectivos requisitos de ley, a través de
pronunciamientos que se han denominado “Resolución de Adjudicación”, o de igual
forma los Títulos de Naturaleza Colonial o Republicana.

• Títulos debidamente inscritos, otorgados con anterioridad al cinco (5) de
agosto de 1994, en los que consten tradiciones de dominio por un término no
inferior a aquel señalado para la prescripción extraordinaria, aclarando que la
expresión “títulos”, hace referencia a escrituras públicas y por tal motivo i) Los
mismos deben ser inscritos estrictamente conforme a la normativa registral, ii)
Deben ser anteriores a la Ley 160 de 1994, iii) Sobre aquellos deben existir
negocios jurídicos que transfieran el dominio y, iv) Que los títulos den cuenta de
tradiciones de dominio anteriores al 5 de agosto de 1974, teniendo en cuenta que
para la fecha de expedición de la Ley 160 de 1994 el término de la prescripción
extraordinaria era de 20 años.

Cabe reseñar frente a este último punto que no acreditan propiedad privada respecto de un
bien inmueble la venta de cosa ajena; la transferencia de derecho incompleto o sin
antecedente registral; la protocolización de documento privado de venta de derechos de
propiedad y/o posesión, tal como lo son la carta-venta y la protocolización ante juzgados o
notarías de declaraciones de terceros sobre información de dominio y/o posesión, esto es, las
denominadas falsas tradiciones a que se refiere la descripción 06 del parágrafo 3 del artículo
8 de la Ley 1579 de 2012, por la cual se expide el Estatuto de Registro de Instrumentos
Públicos y se dictan otras disposiciones. Lo anterior, teniendo en consideración que los actos
jurídicos precitados no tienen la eficacia de transferir el dominio de derechos reales, tal como
es la propiedad de un inmueble, incluso a pesar de que los actos o contratos se encuentren
inscritos en los correspondientes folios de matrículas inmobiliaria en la descripción de falsa
tradición, pues aunque en el anterior estatuto de registro de instrumentos públicos (Decreto
1250 de 1970) se permitía su inscripción, cabe reiterar que en ningún momento son actos
constitutivos de transferencia de dominio o propiedad de un bien inmueble.

Así mismo, deviene imperioso precisar que acorde con lo dispuesto en el segundo inciso del
numeral 10 del artículo 375 del Código General del Proceso las sentencias de pertenencia no
son oponibles al INCODER (hoy ANT) en los procesos de su competencia, razón por la que a
pesar de estar en presencia de un modo de adquirir la propiedad valido, como lo es una la
prescripción adquisitiva, la ANT se encuentra facultada para adelantar y culminar sus
actuaciones agrarias en aras de corroborar si dicho predio prescrito si salió del dominio de la
Nación conforme a los postulados del artículo 48 de la Ley 160. Frente a ello la Corte
Constitucional, en Sentencia SU 288 de 2022, manifestó:

“(…) A la justicia ordinaria han acudido quienes consideran que son titulares del derecho de
dominio por la explotación de las tierras que trabajan, y los jueces de pertenencia han activado
su competencia para decidir sobre dichas pretensiones. En ejercicio de esa competencia, el
análisis que se impone hacer al juez se enfoca en el objeto pretendido y no en el sujeto que lo
pretende, por lo que, acreditada la explotación, el paso del tiempo y la ausencia de prueba
sobre la calidad de baldío -de donde presumieron su calidad de privado-, declararon la
usucapión al ver cumplidos los requisitos para la prescripción adquisitiva del dominio.

No obstante lo anterior, la seguridad jurídica en la tenencia de la tierra que se pretende obtener
a través de la puesta en marcha del aparato jurisdiccional del Estado no está garantizada en
tanto -por el diseño legal existente en la actualidad-, las sentencias de prescripción que
recaigan sobre bienes que no acrediten la propiedad privada en los términos del artículo 48 de
la Ley 160 de 1994, no le son oponibles al Estado. En otras palabras, la titularidad quedará
resuelta con efectos de cosa juzgada frente a particulares, pero no frente al Estado, dado que
los predios que fueron objeto de la controversia podrán ser sometidos a procesos de
clarificación de los que podría resultar probada su naturaleza de bien baldío, situación que
activaría los protocolos de recuperación a cargo de la autoridad de tierras (…)” (Subraya fuera
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del texto original).

Ahora bien, frente al proceso agrario de recuperación de baldíos indebidamente ocupados el
parágrafo 1 del artículo 2.14.19.5.2. del Decreto 1071 de 2015 ratifica la necesidad de tener la
inferencia de la existencia de un bien baldío para poder tramitar este tipo de actuación. Al
respecto, dicho precepto contempla que:

Parágrafo 1°. Teniendo en cuenta las reglas establecidas en el artículo 48, de la Ley 160 de
1994, cuando del análisis de los títulos de un predio se infiera sin lugar a dudas que se trata de
un bien baldío, por no existir títulos que acrediten la propiedad privada, se procederá con el
procedimiento de recuperación de baldíos indebidamente ocupados, sin perjuicio de que en el
desarrollo de este se demuestre la existencia de un título de propiedad privada o la calidad de
sujeto reforma agraria” (Subrayado fuera de texto original).

4.2.2 Ocupación del terreno baldío

Pese a no existir una norma que consagre taxativamente la ocupación como un presupuesto
de procedibilidad del proceso agrario ya reseñado, este se desprende de la finalidad misma
del procedimiento que propende por la recuperación de un predio baldío ocupado de manera
indebida (a la luz de unas causales taxativas previstas por la norma), lo cual lleva a la
necesaria conclusión de que el terreno que se pretende recuperar para la administración del
Estado indefectiblemente deba estar ocupado por un sujeto activo (al cual se le cualificaría la
ocupación como indebida o no).

Como se debe entender la ocupación en materia agraria es algo que se ve regulado en
diferentes disposiciones del ordenamiento jurídico; tal es el caso del artículo 65 de la Ley 160
de 1994, el cual la contempla en su último inciso como un requisito para la adjudicación de
terrenos baldíos:

“Los ocupantes de tierras baldías, por ese solo hecho, no tienen la calidad de poseedores
conforme al Código Civil, y frente a la adjudicación por el Estado sólo existe una mera
expectativa.

(…)

No podrá hacerse adjudicación de baldíos sino por ocupación previa, en tierras con aptitud
agropecuaria que se estén explotando conforme a las normas sobre protección y utilización
racional de los recursos naturales renovables, en favor de personas naturales, empresas
comunitarias y cooperativas campesinas, en las extensiones y condiciones que para cada
municipio o región del país señale la Junta Directiva…” (Negrita fuera del texto).

Este tipo de ocupación dista de la ocupación civil contemplada en el artículo 673 del Código
Civil; así lo recordó el Consejo de Estado a través de sentencia del 13 de febrero de 2006,
radicación número 08001-23-31-000-1981-05570-01 (19484), en jurisprudencia que se
expresó en el siguiente sentido:

“Los bienes baldíos no están en el comercio, son inalienables y, por tanto, no son susceptibles
de adquirirse a través de la prescripción adquisitiva de dominio (Art. 2518 Código Civil); solo
pueden ser materia de adjudicación por el INCORA y de su adquisición a través del modo de la
ocupación reconocida y declarada por el Estado, la cual como lo indican las normas vigentes
sobre la materia, por regla general rebasa la simple aprehensión material del bien inmueble,
requiriéndose además que quien lo detenta demuestre que tiene bajo explotación económica un
porcentaje específico de la superficie cuya adjudicación se pretende, que cumple con las
normas sobre explotación en materia de recursos naturales y que está dentro de los límites
adjudicables, diferenciándose de la ocupación privada, que opera frente a los bienes que
carecen de dueño, en tanto que la ocupación ejercida sobre el bien baldío, recae sobre bien del
estado…” (subrayado fuera de texto)
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El aparte jurisprudencial recién descrito permite entrever que la ocupación, como elemento
para procurar la adjudicación de un terreno, no se limita a la tenencia física del bien, sino que
incluye un aspecto económico relacionado con la explotación económica del mismo.

Así entonces, se entiende por ocupación el relacionamiento de hecho que ostenta una
persona con un bien baldío frente al cual eventualmente podría procurar cernir el derecho de
dominio (a través de la adjudicación) u obtener un provecho económico. Dicha ocupación se
caracteriza por dos circunstancias a saber: i) la aprehensión material del bien rural y ii) su
explotación económica; por ende, le corresponde a esta autoridad de tierras verificar, en cada
caso, la ocurrencia de una y/u otra para determinar si un bien baldío de la Nación está siendo
ocupado por un particular.

Así las cosas, en lo que atañe a la definición de explotación económica, se tendrá en cuenta la
acepción dada al respecto por el Departamento Administrativo Nacional de Estadística
(DANE), según la cual es vista como cualquier actividad en la que se cree un valor agregado a
través de la producción de bienes y servicios mediante el empleo de recursos como la tierra, el
capital o el trabajo5.

La conceptualización de ocupación agraria se adecúa a las finalidades mismas de la reforma
rural integral, en lo concerniente a estimular el uso adecuado del campo conforme a su función
social y ecológica. Al respecto, el Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la
Construcción de una Paz Estable y Duradera, en su parte uno, denominada “Hacia Un Nuevo
Campo Colombiano: Reforma Rural Integral”, consagra:

“Que la RRI concibe el territorio rural como un escenario socio-histórico con diversidad social y
cultural, en el que las comunidades —hombres y mujeres— desempeñan un papel protagónico
en la definición del mejoramiento de sus condiciones de vida y en la definición del desarrollo del
país dentro de una visión de integración urbano-rural. Que el desarrollo rural integral es
determinante para impulsar la integración de las regiones y el desarrollo social y económico
equitativo del país. La RRI debe lograr la gran transformación de la realidad rural colombiana,
que integre las regiones, erradique la pobreza, promueva la igualdad, asegure el pleno disfrute
de los derechos de la ciudadanía y como consecuencia garantice la no repetición del conflicto y
la erradicación de la violencia.

Que una verdadera transformación estructural del campo requiere adoptar medidas para
promover el uso adecuado de la tierra de acuerdo con su vocación y estimular la formalización,
restitución y distribución equitativa de la misma, garantizando el acceso progresivo a la
propiedad rural de quienes habitan el campo y en particular a las mujeres rurales y la población
más vulnerable, regularizando y democratizando la propiedad y promoviendo la
desconcentración de la tierra, en cumplimiento de su función social…”

Bajo el anterior entendido, en lo que tiene que ver con la recuperación de baldíos
indebidamente ocupados, se entenderá que hay ocupación de aquellas porciones de terreno
en las que, conforme a los insumos que se recolecten durante la actuación administrativa que
se surta, se logre evidenciar una aprehensión material del bien inmueble y/o su explotación
económica actual.

Aunado a lo anterior, teniendo en consideración lo dispuesto en el artículo 32 del anexo
técnico de la Resolución 20230010000036 del 12 de abril de 2023, por el cual se expidió el
reglamento operativo de la Agencia Nacional de Tierras, según el cual “…Cuando el Informe
Técnico Jurídico establezca que se cumplen los supuestos de hecho y de derecho para dar

5 Departamento Administrativo Nacional de Estadística (2021).). Censo económico de Colombia. Glosario de Términos. Pág... 6b.
Disponible e n: https://www.dane.gov.co/fifiles/investigaciones/censo--economico//info- metodológica/CE-glosario-de-terminos.pdf.
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inicio al Procedimiento Único en los asuntos relacionados en el artículo 58 del Decreto Ley
902 de 2017, se expedirá un acto administrativo de apertura…”, se tiene que para dar inicio al
procedimiento único bajo el asunto agrario de recuperación de baldíos indebidamente
ocupados, el informe técnico jurídico (ITJ) correspondiente debe determinar que existen
elementos suficientes para inferir que el predio objeto de estudio ostenta una naturaleza baldía
y se encuentra ocupado.

4.3. De la carga de la prueba en los procedimientos agrarios

Aunado a los puntos dispuestos anteriormente, es oportuno hacer alusión al régimen
probatorio que se desarrolla en el procedimiento agrario de recuperación de baldíos,
concretamente en lo atinente a la carga de la prueba, entendida como el deber procesal
radicado en cabeza de las partes del procedimiento de recopilar y allegar a la actuación los
elementos probatorios suficientes para acreditar los hechos que le interesa que resulten
probados dentro del proceso, a efectos de que sirvan como fundamento de sus pretensiones o
sus excepciones . Este concepto se encuentra estipulado en el primer inciso del artículo 167
del Código General del Proceso el cual establece que: “Incumbe a las partes probar el
supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen.”

Ahora bien, la carga de la prueba no solo es una regla de conducta para las partes, sino
también una regla de juicio del juzgador en el sentido que le indica cómo debe fallar en caso
de que no exista certeza sobre los hechos sometidos a su juicio. Tal y como lo explica el
profesor Devis Echandía, la carga de la prueba señala a quién le corresponde evitar que falte
la prueba de cierto hecho, pues esa parte asume los riesgos en caso de que no exista certeza
sobre ellos.

En síntesis, cuando no exista prueba de un hecho que debió ser probado durante el
procedimiento, la consecuencia desfavorable la asume quien tenía la carga de probar ese
hecho.

Es preciso señalar que, para el caso del procedimiento único, el Decreto 902 de 2017 no hace
referencia a ninguna regla especial en materia de carga de la prueba, lo cual conllevaría a la
aplicación del régimen general contemplado en el Código General del Proceso. Sin embargo,
el precitado decreto, en su artículo 69, facultó al Director General de la ANT para emitir el
reglamento operativo del procedimiento único, el cual fue expedido a través de la Resolución
20230010000036 del 12 de abril de 2023 y el cual en el parágrafo 2 del artículo 36 de su
anexo técnico consagra un régimen especial de carga de la prueba en el siguiente sentido:

“Parágrafo 2. Cuando el asunto del Procedimiento Único consista en la extinción del derecho
de dominio privado, clarificación de la propiedad, deslinde de tierras de la Nación y
recuperación de baldíos indebidamente ocupados, la carga de la prueba corresponde a los
particulares, pero la ANT podrá, de oficio, decretar y practicar en cualquier tiempo las pruebas
que considere necesarias.

Igualmente, corresponde a los particulares probar la fuerza mayor y el caso fortuito cuando
fueren alegados” (Subrayado fuera del texto original).

De esta manera, para el caso del procedimiento único adelantado bajo el asunto de
recuperación de baldíos, la carga probatoria impuesta en cabeza del particular se traduce en
el hecho de que será este quien deberá acreditar la propiedad privada del predio o su calidad
de sujeto de reforma agraria con el propósito de hacer oposición frente al objeto del proceso,
tal y como se desprende de lo establecido en el parágrafo 1 del artículo 2.14.19.5.2 del
Decreto Único 1071 de 2015, que indica:

“Teniendo en cuenta las reglas establecidas en el artículo 48, de la Ley 160 de 1994, cuando
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del análisis de los títulos de un predio se infiera sin lugar a dudas que se trata de un bien baldío,
por no existir títulos que acrediten la propiedad privada, se procederá con el procedimiento de
recuperación de baldíos indebidamente ocupados, sin perjuicio de que en el desarrollo de este
se demuestre la existencia de un título de propiedad privada o la calidad de sujeto reforma
agraria.” (Subraya fuera del texto original).

Lo anterior no implica que la administración deba entenderse relevada de ejercer actividad
probatoria, toda vez que en virtud del debido proceso es su deber motivar las decisiones que
adopte, sin embargo, el traslado de la carga de la prueba en cabeza del particular tiene
importantes implicaciones dentro del procedimiento, ya que, ante las presunciones de orden
legal sobre la naturaleza baldía de los terrenos rurales y las afirmaciones que haga la entidad
respecto a la calidad del sujeto, debe ser el particular quien desvirtué tales circunstancias.

5. DEL CASO CONCRETO

Teniendo en cuenta la contextualización hecha hasta aquí, resulta preciso aterrizar las
diferentes normas analizadas al caso adelantado sobre la extensión de terreno denominado
FINCA BELTERRANA, a efectos de verificar el agotamiento de los presupuestos necesarios
para dar inicio al Procedimiento Único contemplado en el Decreto Ley 902 de 2017, bajo el
asunto agrario de recuperación de baldíos indebidamente ocupados.

Para lo anterior, resulta imprescindible acudir a los resultados obtenidos en el Informe Técnico
Jurídico (ITJ), los cuales son fruto del análisis y estudio de la información obrante en el
expediente y la demás recabada a lo largo de la etapa preliminar del procedimiento.

5.1. De la naturaleza jurídica del predio denominado FINCA BELTERRANA

Tal y como se ha expuesto en acápites anteriores, la presente actuación se desarrolla
respecto del área de la extensión de terreno denominada FINCA BELTERRANA, identificada
con la matrícula inmobiliaria 140-117115 y asociada al número predial
23-807-00-01-0054-0030-000

De conformidad con lo expuesto en el ITJ del 12 de noviembre de 2024, una vez revisados los
insumos obrantes en el expediente, se denotó la inexistencia de algún antecedente a la
sentencia de pertenencia del 22 de abril de 2008 proferida por el Juzgado Segundo Civil del
Circuito de Montería (Córdoba) que permitiera vislumbrar la salida del dominio de la Nación
del terreno denominado FINCA BELTERRANA a la luz de las reglas establecidas en el artículo
48 de la ley 160 de 1994.

En ese sentido, atendiendo a lo reglado en el segundo inciso del numeral 10 del artículo 375
del Código General del Proceso y evidenciando la carencia de un título originario o una
cadena de títulos traslaticios de dominio que tengan la viabilidad de acreditar propiedad
privada conforme a la Ley 160 de 1994, resulta acertado inferir que el bien rural FINCA
BELTERRANA ostenta una naturaleza baldía.

5.2. De la ocupación del predio denominado “FINCA BELTERRANA”

Escudriñada la naturaleza jurídica del bien objeto de la actuación, y con ello el cumplimiento
del primer supuesto para la procedencia del Procedimiento Único contemplado en el Decreto
Ley 902 de 2017, bajo el asunto agrario de recuperación de baldíos indebidamente ocupados,
se debe analizar si del acervo probatorio recopilado durante la etapa preliminar se puede
inferir razonadamente que el predio se encuentra ocupado por un particular.
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Para tal efecto, solo basta con remitirnos al folio de matrícula inmobiliaria 140-117115, según
el cual se observa que el terreno denominado FINCA BELTERRANA es ocupado en la
actualidad por particulares, siendo estos las señoras Érica Paola Pabón Ortiz, Gloria Emilse
Pabón Ortiz y Olga Lucía Pabón Posada, quienes detentan el bien con ocasión de un contrato
de compraventa celebrado mediante escritura pública 790 del 29 de marzo de 2012, elevada
ante la Notaría Segunda de Montería y registrada en la anotación número 5 del precitado folio
de matrícula.

Así pues, pese a que la información registral no es la prueba idónea para determinar las
condiciones de ocupación de un terreno, si constituye un indicio de que el inmueble objeto de
estudio se encuentra actualmente siendo objeto de administración por particulares.

Sin perjuicio de lo recién expuesto, la identificación plena de las condiciones de ocupación en
las que se encuentra el predio deberán ser decantadas a lo largo de la actuación
administrativa, principalmente con la ejecución de una diligencia de visita a campo en la que
se recopilen todos los insumos que permitan verificar las condiciones físicas y jurídicas del
terreno.

5.3. De la posible ocupación indebida del predio.

Ahora bien, pese a no requerirse para el inicio del procedimiento la caracterización de la
ocupación, se hará mención de las posibles causales que, de forma preliminar, harían
entender que sobre el terreno se puede estar presentando una indebida ocupación; aclarando
que la descripción de las causales que se hace a continuación no implica que sean exclusiva
y/o únicamente las que se tendrán en cuenta a la hora de definir el procedimiento, sino que
obedece a las que se identifican de manera preliminar.

Así entonces, se tiene que el artículo 2.14.19.5.2. del Decreto Único 1071 de 2015 contempla
las causales de indebida ocupación, en donde se establece:

“ARTÍCULO 2.14.19.5.2. Causales. De conformidad con lo dispuesto en los artículos 48 numeral
3 y 74 de la Ley 160 de 1994, los siguientes bienes tienen la condición de terrenos baldíos
indebidamente ocupados y en consecuencia será procedente su recuperación:

1. Las tierras baldías que tuvieren la calidad de inadjudicables de acuerdo con lo dispuesto en el
parágrafo del artículo 67 y 74 de la Ley 160 de 1994 y las reservadas o destinadas por entidades
estatales para la prestación .de cualquier servicio o uso público.

(…)

3. Las tierras baldías ocupadas que excedan las extensiones máximas adjudicables, de acuerdo
con la Unidad Agrícola Familiar (UAF) definida para cada municipio o región por el Consejo
Directivo del Incoder.

(…)

7. Las tierras baldías que se encuentren ocupadas por personas que no reúnan la calidad de
beneficiarios de reforma agraria en los términos previstos en el Capítulo XII de la Ley 160 de
1994.”

 Ocupación de tierras baldías ejercida en terrenos inadjudicables

Dentro de las causales de indebida ocupación de un terreno baldío, se encuentra la atinente a
los bienes que tengan la calidad de inadjudicables de acuerdo con el parágrafo del artículo 67
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y el artículo 74 de la Ley 160 de 1994. Para efectos del presente caso, se tiene que el
parágrafo del mencionado artículo 67 establece:

“PARAGRAFO. No serán adjudicables los terrenos baldíos que cuenten con las siguientes
condiciones:

a) Los terrenos baldíos situados dentro de un radio de dos mil quinientos (2.500) metros
alrededor de las zonas donde se adelanten procesos de explotación de recursos naturales no
renovables; entendiéndose por estos, materiales fósiles útiles y aprovechable económicamente
presentes en el suelo y el subsuelo, dejando por fuera los materiales de construcción y las
salinas tomando como punto para contar la distancia la boca de la mina y/o el punto de
explotación petrolera.” (Subraya fuera de texto)

Dicho esto, acorde con lo expuesto en el Informe Técnico Jurídico del 12 de noviembre de
2024, se observa que el polígono del terreno FINCA BELTERRANA traslapa en un 76,97%
con un título minero vigente, situación que se erige en un indicio de la posible ubicación del
predio en el radio de 2.500 metros de alguna bocamina y por lo tanto de la configuración de la
causal de indebida ocupación descrita.

 Ocupación de tierras baldías que superen las extensiones máximas adjudicables
según la UAF de la zona.

De conformidad con lo expuesto en la ley, la función de las causales de indebida ocupación
está íntimamente ligada al cumplimiento de los objetivos de la reforma agraria consagrada por
la Ley 160 de 1994, dado que con ellas se logra influir en la democratización de la propiedad,
en la prevención de la concentración inequitativa de la tierra y en el fomento del acceso por
parte de la población campesina a la propiedad rural. En este sentir se manifestó la Corte
Constitucional en la sentencia C-073 de 2018, en la cual enunció:

“(…) Al respecto, la Corte reitera lo sostenido a lo largo de su jurisprudencia y retomado en la
sentencia SU-426 de 2016, donde recordó el propósito histórico del Estado colombiano de
desarrollar una reforma rural integral destinada a disminuir la inequidad en el campo y
evitar la concentración de la tierra. En ese sentido, son centrales los artículos 64 y 65 de la
Constitución Política que establecen la obligación estatal de asegurar "el acceso progresivo a la
propiedad de la tierra de los trabajadores agrarios" y de proteger especialmente la producción
de alimentos, dando prioridad, entre otras, a las actividades agrícolas.

De lo anterior se extrae la importancia primordial de las tierras baldías en el cumplimiento
de los fines de la reforma rural, con énfasis en los procesos de clarificación, recuperación y
acertada adjudicación (…)” (Negrita fuera de texto)

Es en este sentido que la causal de indebida ocupación por la tenencia de terrenos que
superen la UAF cobra sentido, ya que con la misma se busca conjurar la inequitativa
distribución de la tierra.

Siendo esto así, en lo que respecta a la UAF, se tiene que el último inciso del artículo 65 de la
Ley 160 de 1994 dispone:

“No podrá hacerse adjudicación de baldíos sino por ocupación previa, en tierras con aptitud
agropecuaria que se estén explotando conforme a las normas sobre protección y utilización
racional de los recursos naturales renovables, en favor de personas naturales, empresas
comunitarias y cooperativas campesinas, en las extensiones y condiciones que para cada
municipio o región del país señale la Junta Directiva” (Negrita fuera del texto original)

Así mismo, el artículo 67 ibidem consagra:



RESOLUCIÓN No. *202432005992196* DEL 2024-11-14 Hoja No. 14

“Por la cual se ordena el inicio del Procedimiento Único de que trata el Decreto Ley 902 de
2017 respecto del predio denominado FINCA BELTERRANA, identificado con FMI

140-117115, ubicado en el Municipio de Tierralta, departamento de Córdoba”.

“ARTÍCULO 67. El Consejo Directivo del Incoder señalará para cada región o zona las
extensiones máximas y mínimas adjudicables de los baldíos productivos en Unidades Agrícolas
Familiares, y declarará, en caso de exceso del área permitida, que hay indebida ocupación
o apropiación de las tierras de la Nación.

En caso de existir áreas que excedan el tamaño de la Unidad Agrícola Familiar establecidas
para las tierras en el municipio o zona a estas áreas se les dará el carácter de baldío
reservados, susceptibles de ser adjudicados a otros campesinos” (Negrilla fuera del texto)

Ahora bien, el numeral 3 del artículo 2.14.19.5.2 del Decreto 1071 de 2015 contempla que
están indebidamente ocupadas “Las tierras baldías ocupadas que excedan las extensiones
máximas adjudicables, de acuerdo con la Unidad Agrícola Familiar (UAF) definida para cada
municipio o región por el Consejo Directivo del INCODER” (Subrayado fuera del texto)

En ese tenor, es claro que los terrenos baldíos cuya extensión superficiaria exceda el límite
establecido para la UAF de su respectiva zona o región, deben declararse como
indebidamente
ocupados.

Para el presente caso, la configuración de esta causal de indebida ocupación estaría dada en
razón de que la extensión de terreno denominada FINCA BELTERRANA se encuentra
ubicada en la zona relativamente homogénea No. 5 “Alta del Alto Sinú” de la regional Córdoba
según el artículo 12 de la Resolución 041 de 1996 del INCORA, donde la UAF tiene un límite
58 hectáreas; mientras que la extensión total del terreno objeto de estudio es de 212
hectáreas con 9433 metros cuadrados, lo cual supera ampliamente el límite máximo
adjudicable.

 Ocupación de tierras baldías por personas que no reúnan los requisitos para ser
beneficiarios de reforma agraria conforme al artículo XII de la Ley 160 de 1994.

El numeral 7 del artículo 2.14.19.5.2 del Decreto 1071 de 2015 establece como indebida la
ocupación de un baldío ejercida por personas que no ostenten las calidades para ser
considerados sujetos de reforma agraria conforme al capítulo XII de la Ley 160 de 1994, el
cual se compone por los preceptos normativos dispuestos en los artículos 65 al 78 de la
reseñada ley.

El concepto o las calidades de beneficiario de reforma agraria tienen como propósito conocer
si una determinada persona cumple con unas condiciones de carácter subjetivo que permiten
identificar si eventualmente la misma podría tener acceso a la tierra en lo que a terrenos
baldíos se refiere. Al respecto, en el capítulo XII se ubica el artículo 69, modificado por el
artículo 4 de la Ley 1900 de 2018, que dispone:

“Los sujetos de acceso a tierra y formalización a título gratuito y parcialmente gratuito que
soliciten la adjudicación de un baldío, deberán acreditar el cumplimiento de los requisitos
establecidos en los artículos 4o y 5o del Decreto número 902 de 2017 o la norma que lo
reemplace o sustituya.” (Subrayado fuera del texto original).

Así pues, deviene necesario remitirse a lo normado en los artículos 4 y 5 del Decreto Ley 902
de 2017, a fin de verificar algunos requisitos que deben cumplir las personas para ser con
consideradas como sujetos beneficiarios de reforma agraria.

“ARTÍCULO 4°. Sujetos de acceso a tierra y formalización a título gratuito. Son sujetos de
acceso a tierra y formalización a título gratuito los campesinos, campesinas, trabajadores,
trabajadoras y las asociaciones con vocación agraria o las organizaciones cooperativas del
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sector solidario con vocación agraria y sin tierra o con tierra insuficiente, así como personas y
comunidades que participen en programas de asentamiento y reasentamiento con el fin, entre
otros, de proteger el medio ambiente, sustituir cultivos ilícitos y fortalecer la producción
alimentaria, priorizando a la población rural victimizada, incluyendo sus asociaciones de
víctimas, las mujeres rurales, mujeres cabeza de familia y a la población desplazada, que
cumplan concurrentemente los siguientes requisitos:

1. No poseer un patrimonio neto que supere las mil trescientas sesenta y siete coma cincuenta
y cuatro (1.367,54) Unidades de Valor Tributario (UVT) al momento de participar en el
programa de acceso a tierras

2. No ser propietario de predios rurales y/o urbanos, excepto que se trate de predios
destinados exclusivamente para vivienda rural o urbana, o que la propiedad que ostente no
tenga condiciones físicas o jurídicas para la implementación de un proyecto productivo. (…)”.
(Subraya fuera de texto).

“ARTÍCULO 5°. Sujetos de acceso a tierra y formalización a título parcialmente gratuito.
Son sujetos de acceso a tierra y formalización a título parcialmente gratuito las personas
naturales o jurídicas que no tengan tierra o que tengan tierra en cantidad insuficiente y que
cumplan en forma concurrente los siguientes requisitos:

1. Poseer un patrimonio neto que supere las mil trescientas sesenta y siete coma cincuenta y
cuatro (1.367,54) Unidades de Valor Tributario (UVT) y que no exceda de diecinueve mil ciento
cuarenta y cinco coma cincuenta y dos (19.145,52) Unidades de Valor Tributario (UVT) al
momento de participar en el programa de acceso a tierras.

(…)

3. No ser propietario de predios rurales y/o urbanos, excepto que se trate de predios destinados
para vivienda rural y/o urbana;(…)”. (Subraya fuera de texto).

En dicho sentido, identificados los presuntos ocupantes de la extensión objeto de estudio, se
recopiló sobre cada uno de ellos con miras a verificar el cumplimiento de los requisitos
contemplados en los artículos 4 y 5 del Decreto Ley 902 de 2017.

- De la tenencia de otros inmuebles:

Se consultó la Ventanilla Única de Registro (VUR) de la Superintendencia de Notariado y
Registro con la intención de verificar sí los posibles ocupantes aparecen como titulares de
otros inmuebles en el territorio nacional que impidan reconocerlos como sujetos de acceso a
tierra, encontrando:

Érica Paola Pabón Ortiz

Gloria Emilse Pabón Ortiz
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Olga Lucía Pabón Posada

Así las cosas, a partir de la información analizada es viable concluir que las presuntas
ocupantes del terreno no acreditarían los presupuestos contemplados en los artículos 4 y 5 del
Decreto 902 de 2017 para ser consideradas sujetos de reforma agraria, al ser titulares de más
bienes en el territorio nacional, circunstancia que conlleva a tener como indebida la ocupación
ejercida por estas sobre la extensión de terreno denominada FINCA BELTERRANA a la luz de
la causal contemplada en el numeral 7 del artículo 2.14.19.5.2. del Decreto Ley 1071 de 2015.

6. CONCLUSIÓN

A partir de la información recaudada en la etapa preliminar del procedimiento, la cual obra en
el expediente respectivo, se logró determinar que en la presente actuación administrativa se
acredita el cumplimiento de los requisitos necesarios para que se dé trámite al procedimiento
único contemplado en el Decreto 902 de 2017 bajo el asunto agrario de recuperación de
baldíos indebidamente ocupados respecto de la extensión de terreno denominada FINCA
BELTERRANA, identificada con FMI 140-117115, asociada al número predial
23-807-00-01-0054-0030-000 y ubicado en jurisdicción del municipio de Tierralta,
departamento de Córdoba.

Lo anterior, sustentado en que, con base en los documentos recabados, se logró determinar
que la espacialidad objeto de estudio ostenta una naturaleza baldía al carecer de
antecedentes que permitan acreditar propiedad privada sobre el mismo de conformidad con el
artículo 48 de Ley 160 de 1994.

Así mismo, se denota que la ocupación de la extensión de terreno objeto de estudio está
siendo ejercida de manera indebida por las señoras Érica Paola Pabón Ortiz, Gloria Emilse
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Pabón Ortiz y Olga Lucía Pabón Posada sal no ser personas sujeto de reforma agraria
conforme al capítulo XII de la Ley 160 de 1994, al ocupar una porción de terreno que supera el
límite máximo adjudicable según la UAF de la zona y que podría ser inadjudicable a la luz del
parágrafo del artículo 67 de la Ley 160 de 1994.

En mérito de lo expuesto, el subdirector de Procesos Agrarios y Gestión Jurídica de la
Agencia Nacional de Tierras (ANT),

RESUELVE:

ARTÍCULO PRIMERO: APERTURAR Y DAR INICIO al Procedimiento Único de que trata el
Decreto Ley 902 de 2017, bajo el asunto agrario de recuperación de baldíos indebidamente
Ocupados, respecto del terreno denominado FINCA BELTERRANA, identificado con el FMI
140-117115, asociado al número predial 23-807-00-01-0054-0030-000, ubicado en
jurisdicción del municipio de Tierralta, departamento de Córdoba y con una extensión de
doscientas doce hectáreas con nueve mil cuatrocientos treinta y tres metros cuadrados (212
ha + 9433 m²), según lo expuesto en la parte considerativa del presente acto.

ARTÍCULO SEGUNDO: NOTIFICAR la presente Resolución a las señoras Érica Paola
Pabón Ortiz, identificada con cédula de ciudadanía 30.402.196, Gloria Emilse Pabón Ortiz,
identificada con cedula de ciudadanía 30.402.195, y Olga Lucía Pabón Posada, identificada
con cédula de ciudadanía 30.404.899, como presuntas ocupantes del terreno, así como a los
terceros interesados, de conformidad con el numeral 7 del artículo 33 de la Resolución
20230010000036 del 12 de abril de 2023 y en la forma prevista en el artículo 70 del Decreto
Ley 902 de 2017.

ARTÍCULO TERCERO: ORDENAR la publicación de la parte resolutiva de este acto
administrativo en la página electrónica de la entidad y del municipio en donde se encuentre
ubicado el área de terreno, o en su cartelera, con el fin de publicitar el acto a terceros que
puedan resultar afectados con la actuación, en virtud de lo establecido en el artículo 70 del
Decreto Ley 902 de 2017 y el artículo 37 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo
Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011).

ARTÍCULO CUARTO: COMUNICAR el presente acto administrativo a la Procuradora 10
Judicial, Agraria y Ambiental de Córdoba – Montería, de conformidad con lo establecido en el
numeral 8 del artículo 33 de la Resolución 20230010000036 del 12 de abril de 2023.

ARTÍCULO QUINTO: Una vez ejecutoriada la presente actuación, ORDENAR a la Oficina de
Registro de Instrumentos Públicos de Montería (Córdoba) proceder con la inscripción de la
presente resolución en la matrícula inmobiliaria 140-117115, en los términos del numeral 9 del
artículo 33 de la Resolución 20230010000036 del 12 de abril de 2023.

ARTÍCULO SEXTO: REQUERIR a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de
Restitución de Tierras Despojadas (UAEGRTD) para que informen si esta espacialidad se
encuentra inscrita en el RUPTA o en el Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas, o si
sobre el mismo se han surtido trámites administrativos y/o judiciales asociados a la misión de
la entidad, se han surtido trámites administrativos y/o judiciales asociados a la misión de la
entidad, y de ser el caso, para que brinde información del estado de los mismos y demás
información que se considere pertinente, de conformidad con el numeral 6 del artículo 33 de la
Resolución se considere pertinente, de conformidad con el numeral 6 del artículo 33 de la
Resolución 20230010000036 del 12 de abril de 2023.
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ARTÍCULO SÉPTIMO: DAR traslado por el término de diez (10) días hábiles, a partir de que
se surtan las notificaciones, comunicaciones y actos publicitarios del citado acto
administrativo, con el fin de que las partes y los terceros interesados puedan aportar o solicitar
las pruebas que consideren necesarias para hacer valer sus derechos, en los términos del
numeral 10 del artículo 33 de la Resolución 20230010000036 del 12 de abril de 2023.

ARTÍCULO OCTAVO: Contra el presente acto administrativo no procede recurso alguno,
según lo establecido en el parágrafo del artículo 70 del Decreto Ley 902 de 2017, en
concordancia con el parágrafo del artículo 32 de la Resolución 20230010000036 del 12 de
abril de 2023.

NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE y CÚMPLASE
Dada en la ciudad de Bogotá D.C., a los 2024-11-14

RICARDO ARTURO ROMERO CABEZAS
Subdirector de Procesos Agrarios y Gestión Jurídica

Proyectó: John Mario Montenegro Galindo – Abogado contratista – SPAyGJ
Revisó: Julio Andrés Cotes Garzón - Abogado contratista - SPAyGJ


